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1. Un análisis político - económico 
Algunos de los factores que contribuyeron a la aparición del país en el contexto mundial de la droga fueron, entre otros, su localización geográfica, sus condiciones climáticas y agroecológicas, la debilidad de su sistema de administración de justicia, la facilidad con que el narcotráfico penetró algunas instituciones, al igual que la tradición de una cultura del contrabando que floreció durante muchos años en diversas regiones del país. De igual forma, múltiples autores han intentado explicar la aparición de Colombia en el fenómeno de la droga, primero como país importante en el contexto de los productores y traficantes de marihuana, después como procesador y traficante de cocaína y más recientemente como productor, procesador y traficante de cocaína, heroína y marihuana. 
Una de las explicaciones enunciadas señala que durante las décadas de los 30 y 40 en Colombia se inició la construcción de un nuevo modelo de desarrollo que comparado con los resultados obtenidos en otros países fue exitoso. En efecto, entre las décadas de los 30 y los 70 no sólo se pasó de una sociedad eminentemente rural a una urbana, sino que se lograron algunos cambios en el nivel de vida del pueblo colombiano. Esto no quiere decir que el país hubiera logrado erradicar la pobreza y satisfacer las necesidades básicas de toda la población, pero hay que admitir que en forma agregada los indicadores económicos mejoraron en forma sustancial aunque no se constituyeron en un instrumento facilitador de los procesos de movilidad social. En contraste, el proceso de transformación nacional ha estado acompañado de una violencia política y social que desbordó la capacidad del Estado para enfrentarla, razón por la cual ha ido perdiendo legitimidad como mediador y conductor de la sociedad. 
Dentro de este contexto surgió el problema de la droga en Colombia y el Estado ha tenido que enfrentar grupos que acuden a la violencia y la corrupción para enriquecerse, usando su gran poderío para acceder a posiciones de poder y legitimar sus riquezas. 
Entretanto, el Estado buscó recuperar su papel en la sociedad colombiana durante la década de los 80 con el inicio del proceso de apertura política, del cual se destaca la institución de la elección popular de alcaldes y la descentralización política, así como la creación de herramientas para el desarrollo social con programas como el Plan Nacional de Rehabilitación. Estas reformas fundamentales se institucionalizaron en la Constitución del 91, con el objetivo de legitimar el Estado con medidas que ampliaran el sistema político, fortalecieran la separación de las ramas del poder público y definieran la participación del mismo Estado en el ámbito económico con la instauración del modelo aperturista; todo esto con miras a crear una nueva cultura ciudadana dentro de un orden constitucional más pluralista y transparente. 
2. Dimensión y alcance del problema 
Uno de los fenómenos más complejos y de mayor impacto negativo que ha tenido que enfrentar Colombia en sus últimas décadas ha sido el problema de la droga. Las manifestaciones básicas o hechos generadores del mismo han sido la producción, el procesamiento, el tráfico y el consumo de drogas, las que contribuyeron en forma significativa a la dimensión de la violencia y la corrupción. 
En los planos nacional e internacional la circulación de una variada gama de informaciones de múltiples procedencias y en muchos casos de cuestionable validez han creado y desfigurado la imagen del país; en particular, sobre el manejo que el Estado ha dado a este problema, hecho que ha generado un estereotipo. 
3. Consecuencias económicas 
Entre los efectos económicos de la industria ilegal es necesario resaltar: 
· La abundancia de divisas que causa una sobrevaluación de la tasa de cambio y una pérdida de competitividad internacional de las exportaciones y de la producción nacional. 

· La gran inestabilidad de la industria que genera bonanzas y crisis regionales en las zonas de cultivos ilegales y en las ciudades en las que los traficantes se concentran. 

· Concentración de riqueza. 

· El significativo impacto sobre el empleo regional, en especial en las zonas de cultivos ilícitos. 

· El desarrollo de la industria del lavado de divisas y capitales. 
· La distorsión de los patrones de consumo que facilita el lavado de activos. 
· La promoción de expectativas de enriquecimiento rápido que han llevado a inversiones especulativas y arriesgadas. 
3.1. La estructura de la industria y sus efectos 
La industria de drogas ilegales en Colombia se ha diversificado con el tiempo y hoy involucra una gran diversidad de actores: campesinos que cultivan marihuana, coca y amapola y producen pasta básica y opio; compradores locales que acopian estos productos en cantidades que facilitan su posterior procesamiento; empresarios que elaboran los productos intermedios para producir cocaína y heroína; los carteles que coordinan algunas de las actividades de refinación, el contrabando internacional y en ocasiones parte del mercadeo en Estados Unidos y Europa; organizaciones guerrilleras que son dueñas o protegen cultivos, campesinos, laboratorios y cobran impuestos al valor agregado y a la exportación fuera de las zonas de producción; profesionales de cuello blanco, como químicos, pilotos, abogados, contadores y asesores financieros especializados en lavado; guardaespaldas y otros empleados de seguridad, incluyendo organizaciones paramilitares, sicarios y políticos. La necesidad que tiene la industria de desarrollar una amplia red de apoyo social hace que ésta influya en muchos aspectos de la vida económica del país. 
Así mismo, dado que la industria cambia en forma continua es imposible contar con un cuadro acertado de su estructura. Esta situación de flujo se debe, primero, a que las organizaciones de la industria tratan de evadir los esfuerzos de la justicia y en forma permanente buscan nuevas fuentes de materias primas, bienes intermedios y nuevos mercados. Segundo, el secreto requerido por las transacciones ilegales disminuye la integración vertical y la creación de una estructura rígida. Y, tercero, las altas utilidades y las relativamente bajas barreras a la entrada constituyen un imán que continuamente atrae nuevos actores al negocio. 
3.2 Efectos regionales 
El impacto regional de las drogas ilegales ha sido en algunos casos bastante grande. Las bonanzas de la marihuana en los años 70 y de la cocaína en los 80 afectaron notablemente a Barranquilla y Medellín, donde surgieron síntomas de la llamada enfermedad holandesa. En estas ciudades la mano de obra, los servicios, la finca raíz y la industria manufacturera aumentaron en forma elevada sus costos, lo cual debilitó su competitividad. Un fenómeno semejante ha tenido lugar en las zonas de cultivos ilícitos, en donde la comida y los bienes disminuyeron, encarecidos notablemente durante las bonanzas. 
Es de particular relevancia el impacto de las drogas en el departamento del Valle del Cauca y en su capital, Cali, el cual causó distorsiones en la dinámica económica y un erosionamiento muy profundo en la vida institucional de las cuales, aún hoy, no se han podido recuperar. La sociedad caleña convivió con este fenómeno sin medir las consecuencias; es así como la región pasó de aportar el 14% del PIB nacional de 1988 a menos del 7% en 1998 y a tener las tasas mas alta de desempleo en el país. En igual forma, causó un debilitamiento en el liderazgo social y político que ha sumergido a estas entidades territoriales en una profunda crisis fiscal. 
Desde los años 80, los dineros calientes han sido utilizados para comprar tierras en el Magdalena Medio. Esta región se caracteriza por la fragilidad del derecho de propiedad y la fuerte presencia de la guerrilla, hecho que llevó a que los nuevos inversionistas promovieran la formación de grupos de autodefensa para combatir la guerrilla. Durante los años 90 las inversiones en esta zona han continuado al igual que en otras de colonización más reciente. 
Alejandro Reyes muestra cómo la adquisición de estas tierras se ha dado, principalmente, mediante la compra de grandes parcelas sin que los dineros del narcotráfico hayan penetrado los minifundios o aquéllas en las que prevalece la agricultura moderna. Compras de pequeñas parcelas han tenido lugar solamente en zonas con alto potencial turístico o cercanas a las ciudades, con el consecuente incremento de su valor. 
El capital ilegal también ha sido invertido en manufactura y otras actividades económicas. A pesar de una que otra evidencia, aún se sabe muy poco al respecto. El conocimiento es aún menor sobre los usos finales de las utilidades obtenidas por quienes han traficado con precursores químicos, quienes han ayudado a los narcotraficantes a lavar su capital e invertirlo, quienes han proporcionado seguridad a los carteles, pilotos y profesionales de la química y de otras ramas de la ciencia. Lo mismo sucede con los traficantes que han participado en la distribución dentro de Estados Unidos y Europa y han regresado a Colombia. Es necesario subrayar que una parte importante del ingreso generado por los actores menores del narcotráfico no es fácil de identificar, pasando así inadvertido. 
Desde el inicio de la industria de las drogas ilegales hasta hace sólo dos años, poco se sabía de su efecto sobre el empleo directo. Aunque se sabía de su importancia en algunas regiones y ciudades, a escala nacional no parecía significativa; sin embargo, el crecimiento de los plantíos de coca y amapola y la organización de los campesinos apoyada por las guerrillas han cambiado el panorama, como lo demostraron las marchas campesinas de finales de 1996 contra la fumigación aérea. Este nuevo elemento agrega complejidad al problema de las drogas ilegales en Colombia. 
3.2.1. Impacto social y ambiental 
Los efectos ambientales ocasionados por el establecimiento de los cultivos ilícitos, el uso de precursores químicos, el abuso en la utilización de cemento, gasolina, herbicidas, plaguicidas y fertilizantes, además de aquellos causados por los programas de fumigación, aún no evaluados suficientemente, han generado en Colombia una insospechada y peligrosa presión sobre ecosistemas que, aunque ricos en biodiversidad y servicios ambientales, son de alta fragilidad. 
La situación se agrava en forma permanente, dado que la siembra de ilícitos se hace con técnicas de cultivo limpio, circunstancia que acelera el proceso contaminador y desestabilizador del ambiente. 
La mayoría de los cultivos ilícitos detectados en el país se establecen en tierras vírgenes y de difícil acceso, en las que los productores talan y queman bosques primarios. Lo anterior expone dichas tierras a la colonización intensiva con el patrocinio de narcocultivadores, la cual genera a su vez procesos erosivos que destruyen las condiciones necesarias para la llamada lluvia horizontal, agotan y contaminan las fuentes de agua superficial y subterránea y afectan la conservación, mantenimiento y supervivencia de la biodiversidad. Además, el uso de insumos químicos para el mejoramiento de las cosechas ilícitas y el control de plagas de una manera indiscriminada e irracional contribuyen aún más a agravar el problema. 
El Ministerio del Medio Ambiente considera que, con base en los datos aportados y estimaciones de hectáreas de cultivos, entre 1984 y 1998, para la producción de estupefacientes se han utilizado más de 900.000 toneladas de precursores químicos, productos que por sus características de movilidad, residualidad y escorrentía ponen en riesgo la estabilidad de los diferentes ecosistemas. 
En igual forma, por cada hectárea de amapola, el cultivador destruye en promedio tres hectáreas de bosque; en coca, la relación es de 1 a 4 y para marihuana, de 1 a 1,5. Con base en lo anterior, el Ministerio del Medio Ambiente estima que en Colombia, para implantar cultivos ilícitos entre 1974 y 1998, se han destruido entre 850.000 y 1.000.000 hectáreas de bosque. 
La producción de coca se concentra en los bosques húmedos tropicales de las selvas que, además, soportan viejos y persistentes procesos de colonización campesina e incrementos considerables de ocupación por grandes cultivadores comerciales de la hoja. Con ellos, estos ecosistemas que se caracterizan por la abundante y reconocida biodiversidad, pero son muy frágiles a las actividades e impactos antrópicos se ven gravemente amenazados. 
La amapola se produce en los denominados bosques de niebla, ubicados en zonas andinas, los cuales son verdaderas fábricas de agua e históricamente han estado continuamente amenazados por la expansión de la frontera agrícola, ya que en su mayoría se ubican en áreas de difícil control protegidas del Sistema Nacional Ambiental y que soportan los mayores riesgos de extinción ante el auge e incremento de los cultivos ilícitos y los procesos de colonización subsecuentes. 
Los cultivos en pequeña escala se ubican en su mayoría dentro de la frontera agrícola; los comerciales de mayor tamaño, se localizan sobre áreas periféricas de esta frontera o en zonas aisladas bosque adentro, tanto en las selvas tropicales como en la región andina. En síntesis, las grandes áreas de reservas y parques naturales, amazónicos y andinos, se convierten así en zonas potenciales de expansión de los cultivos ilícitos. 
A lo anterior se suman los efectos e impactos sociales y económicos causados por todas estas actividades sobre comunidades y etnias locales, que desarticulan la unidad familiar, disparan los valores de bienes y servicios y generan procesos desestabilizadores del orden público. 
4. Efectos estructurales 
Independiente de cuál haya sido la magnitud del capital y de las divisas traídas al país por la industria ilegal y de cuáles hayan sido sus efectos macroeconómicos, no cabe duda que ha tenido efectos estructurales muy importantes. Por ejemplo, cualquier organización criminal que exporte 50 o más toneladas de cocaína o heroína obtiene utilidades comparables a las de los grandes grupos financieros del país. Es de resaltar que a pesar de que los influjos ilegales pueden ser manejados a escala macroeconómica, éstos sí alteran las estructuras de propiedad y poder del país. 
Aunque es posible argumentar que la industria ilegal ha penetrado muchos espacios de la sociedad colombiana, no lo es afirmar que haya favorecido el crecimiento económico del país. De hecho, la tasa de crecimiento de la economía colombiana a partir de finales de los años 70 ha sido aproximadamente 2% más baja que durante los pasados treinta años. 
La mayoría de los economistas colombianos que han estudiado el fenómeno han concluido que los efectos negativos de la industria ilegal han prevalecido sobre los positivos. Ha actuado como un catalizador que agravó características negativas del sistema de mercado colombiano, debilitó la capacidad del Estado para hacer cumplir contratos y resolver conflictos, disminuyó notablemente la confianza para efectuar transacciones económicas en el país, contribuyó a deslegitimar la propiedad, aumentó la violencia, promovió la avidez de rentas y de enriquecimiento rápido contribuyendo a inversiones especulativas, bancarrotas, desfalcos y otros crímenes de cuello blanco. Todos estos factores han aumentado los costos de hacer negocios en el país. Por otro lado, el aumento en los índices de criminalidad ha contribuido a disminuir significativamente la tasa de crecimiento del país. Es así como Rubioratifica lo anteriormente expuesto sobre el decremento en un 2% de la tasa de crecimiento a causa del crimen, sin incluir los efectos de largo plazo sobre la productividad y la formación de capital. 
Finalmente, la gran mayoría de los economistas colombianos concuerdan en que la economía del país estaría muy bien sin las drogas ilegales. Colombia cuenta con una economía diversificada y antes del desarrollo de la industria ilegal exportaba una gran variedad de productos y servicios. En este sentido, si la industria ilegal llegara a desaparecer, no hay duda de que el país podría reemplazar las divisas generadas por ella en un tiempo relativamente corto. En el peor de los casos sucedería una recesión corta y no muy profunda.
